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SE NTE NC IA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 12 de agosto de 2016. 

Las apelantes, Me Salvé, Inc. y Triple S-Propiedad, Inc., 

comparecen ante nos y solicitan que revoquemos la Sentencia 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas, el 4 

de febrero de 2015, notificada el 17 de marzo de 2015.  Mediante la 

misma, el foro primario declaró Ha Lugar una demanda sobre 

daños y perjuicios promovida por las señoras Carmen Villegas Vilá 

y Vilmarie González Villegas (apeladas). 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada. 

I 
 

 El 16 de mayo de 2011, las aquí recurridas, madre e hija, 

respectivamente, presentaron la demanda de epígrafe en contra de 

la apelante Me Salvé, Inc., y de la señora Damaris Rabell Acevedo.  

En virtud de la misma, reclamaron el correspondiente 

resarcimiento por concepto de los daños y perjuicios sufridos a raíz 

de un accidente de tránsito acontecido el 2 de junio de 2010, en un 

tramo de la Autopista Luis A. Ferré, en dirección de Caguas a San 

Juan.  En esencia, adujeron que el referido incidente se bifurcó, a 
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su vez, en dos (2) eventos independientes.  Al respecto, alegó que el 

“primer accidente”, lo provocó la codemandada Rabell Acevedo, 

cuando perdió el control sobre su vehículo y realizó un cambio de 

carril indebido, que redundó en un choque en cadena.  De igual 

modo, indicó que el “segundo accidente” lo causó el chofer de un 

camión perteneciente a la apelante Me Salvé, Inc., ello al, 

supuestamente, conducir con descuido, a exceso de velocidad, sin 

fijarse en la vía y sin guardar la distancia debida.  

Específicamente, las apeladas atribuyeron “los daños severos” que 

sufrieron a esta colisión.  Así, en virtud de todo lo anterior, 

reclamaron de los demandados una compensación de 

$300,000.00, en beneficio de la apelada Villegas Vilá, por concepto 

de sus daños físicos y mentales.  Por igual, también requirieron 

una indemnización de $60,000.00 a favor de la apelada González 

Villegas, por razón de sus agravios. 

 En respuesta, la apelante Me Salvé, Inc., presentó la 

correspondiente alegación responsiva.  En la misma, arguyó que, 

contrario a lo aducido por las apeladas, el incidente en cuestión no 

se produjo en dos (2) fases distintas, sino que fue un evento 

unitario, acontecido en fracciones de segundos y provocado por la 

exclusiva negligencia de la codemandada Rabell Acevedo.  Indicó 

que, una vez ésta perdió el control de su vehículo, dio inicio a un 

choque en cadena en dirección a los carriles de la derecha, que 

involucró cinco (5) automóviles.  Adujo que, una vez el carro de las 

apelantes fue impactado, ésta invadió el carril por el cual discurría 

el camión, produciéndose, en consecuencia, el choque entre 

ambos.  De este modo, la apelante Me Salvé, Inc., negó las 

imputaciones de negligencia en su contra. 

 Así las cosas, el 9 de noviembre de 2011, con notificación del 

29 del mismo mes y año, mediante Sentencia Parcial a los efectos, 

el Tribunal de Primera Instancia desestimó el pleito de epígrafe en 
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cuanto a la codemandada Rabell Acevedo, toda vez que no se le 

emplazó dentro del término legal dispuesto. Tras varias 

incidencias, particularmente la toma de deposición al señor Teófilo 

Rolón Pérez, conductor del camión en controversia1, el 1 de febrero 

de 2013, las apeladas enmendaron su causa de acción para 

incluir, como demandada, a la apelante Triple S-Propiedad, Inc., 

aseguradora de la apelante Me Salvé, Inc.  En esta ocasión, ambas 

partes aquí apelantes presentaron, conjuntamente, su 

Contestación a Demanda Enmendada.  En específico, reprodujeron 

los previos argumentos en cuanto a la condición unitaria del 

accidente en controversia, y sobre la exclusiva negligencia de la 

señora Rabell Acevedo en la producción de los daños reclamados.  

Ahora bien, expresamente negaron que la apelante Me Salvé, Inc., 

fuera la dueña del camión involucrado, así como también, patrono 

del señor Rolón Pérez.    

 Los procedimientos de rigor continuaron su curso, 

particularmente, los asuntos relacionados al descubrimiento de 

prueba.  Concluida la referida etapa procesal, la vista en su fondo 

se celebró durante los días 9, 10 y 13 de septiembre de 2013.  A la 

misma comparecieron las partes de epígrafe debidamente 

representadas.  Como parte de la prueba de las apeladas, estas 

ofrecieron, tanto sus respectivos testimonios, como las 

declaraciones del ingeniero Otto González Blanco y del doctor Eric 

J. Camacho, especialista en fisiatría.  Las apeladas anunciaron 

como testigo al señor Rolón Pérez, conductor del camión.  No 

obstante, éste no compareció a la audiencia, por lo que se estipuló 

el contenido de la declaración que ofreció en su deposición.  Por su 

lado, las entidades aquí apelantes ofrecieron en evidencia el 

testimonio del señor Edgar Tirado, ello en calidad de perito de 

                                                 
1 Según surge de los documentos aquí examinados, la deposición de referencia 

se efectuó el 14 de noviembre de 2012. 
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ocurrencia del accidente, y del doctor José Suárez Castro, 

especialista en ortopedia.  Ambas partes de epígrafe ofrecieron 

abundante prueba documental.      

 De conformidad con la credibilidad arrogada por el Tribunal 

de Primera Instancia a la evidencia sometida a su consideración, el 

día de los hechos, las aquí apeladas transitaban en un vehículo 

marca Suzuki, modelo Esteem del año 2001, propiedad de 

González Villegas, por la Autopista Luis A. Ferré en dirección de 

Caguas hacia San Juan.  Éstas discurrían por el segundo carril de 

derecha a izquierda, uno de los cuatro (4) carriles en los que se 

divide la referida vía.  A su derecha inmediata, ningún vehículo de 

motor utilizaba la autopista.  El carril de su izquierda contigua, era 

transitado por una guagua Mitsubishi Montero, y el último en 

dicha dirección, por el Mitsubishi Lancer de la señora Rabell 

Acevedo.  Mientras se aproximaban a la altura del peaje de Caguas 

Norte, ésta perdió el control de su automóvil y efectuó un 

movimiento súbito a su derecha.  Según la prueba creída por el 

tribunal primario, particularmente, los hallazgos del ingeniero 

González Blanco, el vehículo de Rabell Acevedo, rozó la parte 

frontal de la Montero y ésta, a su vez, impactó la goma frontal 

izquierda del automóvil de las apeladas.  De acuerdo a lo resuelto, 

ello provocó el que la referida unidad girara a 180°, quedando 

completamente detenida, en dirección contraria, en el primer carril 

de la derecha.  

 Acorde con lo dispuesto por el Tribunal de Primera 

Instancia, lo anterior constituyó un primer accidente del cual, las 

aquí apeladas resultaron ilesas.  Al respecto, dispuso que, como 

secuela de esta colisión, y según lo evidenciado en las fotografías 

relacionadas, únicamente su vehículo sufrió daños menores en la 

parte frontal izquierda.  De hecho, el Tribunal de Primera Instancia 

determinó que, luego de este “primer accidente” y tras haberse 
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detenido por completo el vehículo en controversia, en dirección 

contraria a la ruta que llevaban, la apelada González Villegas habló 

con su madre para corroborar su estado.  Según lo creído por el 

foro a quo, la apelada Villegas Vilá estaba asustada, e intentó 

desabrochar su cinturón de seguridad para salir del automóvil.  No 

obstante, según se desprende del dictamen aquí impugnado, 

mientras ésta trataba de desajustar el cinturón, alzó la mirada y 

vio un camión aproximarse.  Ante ello, la apelada Villegas Vilá 

comenzó a gritar e inmediatamente, el camión impactó al vehículo 

en la parte frontal. 

 De acuerdo a lo resuelto, esta colisión constituyó un 

segundo accidente, provocado por la exclusiva negligencia del 

conductor del camión perteneciente a la apelante Me Salvé, Inc., y 

asegurado por la apelante Triple-S.  Respecto a dicha conclusión, 

el  Tribunal de Primera Instancia dispuso que, mientras el primer 

accidente acontecía, el camión se encontraba a una distancia 

considerable del vehículo de las apeladas, a saber, 145 pies.  Por 

igual, determinó que el conductor, el señor Rolón Pérez, se percató 

del primer accidente desde el momento en el que el vehículo de la 

señora Rabell Acevedo inició el choque en cadena.  Según lo 

expuesto en la Sentencia apelada, éste se encontraba en el primer 

carril de la derecha de la autopista, y poseía un “campo de visión 

excelente”, debido a la distancia que guardaba respecto a los 

vehículos involucrados en la primera colisión.  El Tribunal de 

Primera Instancia concluyó que el impacto del camión con el 

automóvil de las apeladas fue de tal magnitud, que lo impulsó a 

veintiocho pies (28’), hasta que se detuvo cruzando el primer carril 

de la derecha y el paseo de emergencia.  Tras el golpe, el camión 

continuó su marcha e impactó la valla de seguridad del paseo con 

su parte frontal derecha, hasta nuevamente chocar con otro 

vehículo.  Según las conclusiones del tribunal sentenciador, dada 
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la velocidad del camión y la fuerza del impacto, éste recorrió un 

tramo de setenta pies (70’) desde el lugar en el que, por primera 

vez, se estrelló con el automóvil de las apeladas, hasta aquél en el 

que finalmente se detuvo.   

 El Tribunal de Primera Instancia concluyó que, como secuela 

de este “segundo accidente”, el vehículo de la apelada González 

Villegas sufrió daños de gran envergadura en la parte frontal, así 

como la explosión de las bolsas de aire y un fuerte olor a quemado.  

Cual resuelto, dicha colisión provocó en la apelada Villegas Vilá 

múltiples fracturas en el húmero, una fractura del radio de la 

mano derecha con fragmentos desplazados y una fractura del 

hueso estiloides de la muñeca que le impedía mover su brazo.  

Conforme a las determinaciones emitidas, personal de emergencias 

médicas llegó al lugar de los hechos y brindó asistencia a las 

apeladas. En específico, Villegas Vilá fue trasportada en 

ambulancia hasta el Hospital San Juan Bautista en Caguas, y 

posteriormente, al Centro Médico de Río Piedras, institución a la 

cual la apelada González Villegas también fue transportada para 

ser sometida a radiografías y al suministro de medicamentos.  Ésta 

quedó bajo observación médica por un periodo de veinticuatro (24) 

horas, hasta ser dada de alta.   

 Respecto a la apelada Villegas Vilá, el Tribunal de Primera 

Instancia resolvió que, al llegar al Centro Médico, ésta esperó por 

siete (7) horas en un cubículo para ser atendida.  Debido a sus 

dolores, se le suministraron múltiples dosis de morfina, así como 

diversos medicamentos.  De igual forma, según se dispuso, estuvo 

cuatro (4) días en Sala de Emergencias, en espera de ser 

intervenida quirúrgicamente en su brazo derecho.  Durante dicho 

periodo, tuvo que ser asistida por su hija en sus necesidades 

básicas y estuvo expuesta a los distintos casos y emergencias que 

llegaban al lugar.  La apelada Villegas Vilá fue operada a los seis 
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(6) días de su llegada al Centro Médico.  Específicamente, se le 

realizó una “reducción abierta con fijación interna del radio y del 

hueso estiloides del brazo derecho y el húmero derecho.”  Según lo 

resuelto, lo anterior conllevó el que se le colocara una placa de 

metal en la muñeca derecha, once (11) tornillos para unir las 

múltiples fracturas del área y once (11) puntos de sutura en la 

herida.  En cuanto a la lesión del hombro derecho, a la apelada 

Villegas Vilá también se le colocó una placa de metal, así como 

once (11) tornillos adicionales para unir las fracturas y se le 

tomaron veintiocho (28) puntos de sutura. De acuerdo a las 

determinaciones del foro primario, luego de la referida operación, 

ésta presentó un cuadro de parálisis facial.  Tras ser sometida a 

los estudios correspondientes, se determinó que, como producto 

residual de la intervención, desarrolló una condición denominada 

como Bell’s Palsy.   

De acuerdo a las determinaciones de hechos emitidas por el 

Tribunal de Primera Instancia, durante el periodo de su 

hospitalización y su convalecencia en su hogar, la apelada Villegas 

Vilá padeció múltiples dolores que ameritaron el uso de 

medicamentos.  Igualmente, se vio precisada a ser asistida por su 

hija en sus necesidades y quehaceres ordinarios, con quien pasó a 

residir tras el evento en controversia.  Luego de dos (2) semanas de 

ser operada, regresó a la institución hospitalaria competente para 

que le removieran los puntos de sutura.  Por un periodo de tres (3) 

meses, Villegas Vilá utilizó un yeso en su brazo derecho, que le 

impidió valerse por sí en la mayoría de sus gestiones, puesto que 

tuvo que compensar sus movimientos con su mano izquierda.  Del 

mismo modo, quedó establecido que, como parte de su proceso de 

rehabilitación, recibió un total de cuarenta y un (41) sesiones de 

terapia física en su brazo derecho y espalda.  Conforme resolvió el 

tribunal primario, la apelada Villegas Vilá, por un periodo de un 
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año, también acudió a citas médicas de seguimiento respecto a los 

resultados de la operación.  Según se estableció, para cumplir con 

las mismas, su hija, la apelada González Villegas, después de salir 

de su trabajo a las 12:00 am, viajaba desde Bayamón a Juncos 

para buscarla y regresar al Centro Médico.  Allí hacían turno y 

esperaban en el área de ortopedia hasta las 6:00 am, hora en que 

las oficinas correspondientes abrían sus puertas a los pacientes.   

Según la prueba creída por el Tribunal de Primera Instancia, 

ello en cuanto a las lesiones sufridas por la apelada Villegas Vilá, 

el tratamiento de terapia física que le era impartido, se interrumpió 

para someterla a una segunda intervención quirúrgica.  En 

específico, ésta desarrolló una “capsulitis adhesiva” en el hombro 

lesionado, que ameritó una operación particular en el área.  Como 

producto de la misma, Villegas Vilá quedó con cicatrices 

adicionales. De igual modo, como consecuencia de sus 

tratamientos, fue sometida a múltiples exámenes, radiografías y 

laboratorios.  Según lo resuelto, como secuela del accidente y aun 

habiendo sido operada en dos (2) ocasiones, ésta resultó con 

pérdida de movimiento y cierto grado de disfunción en la 

extremidad afectada.  En tal contexto, y de conformidad con las 

apreciaciones del Tribunal de Primera Instancia, a dos (2) años del 

accidente, la apelada Villegas Vilá presentaba una elevación en su 

hombro derecho, espasmos, sensibilidad en el hombro y muñeca 

derechos, pérdida de movimiento en el brazo derecho y cicatrices 

desfigurantes, producto, las mismas, de las cirugías para 

reconstruir las lesiones en disputa.  De igual modo, el foro de 

origen resolvió que, conforme lo demostrado por los peritos en la 

materia, la apelada Villegas Vilá desarrolló un nueve por ciento 

(9%) de impedimento permanente en sus funciones fisiológicas 

generales, ello por razón de la colisión con el camión en 

controversia.  También determinó el tribunal, que los antedichos 
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agravios son de naturaleza degenerativa y que, al presente, limitan 

el diario vivir de Villegas Vilá. 

Por su parte, respecto a la apelada González Villegas, el 

Tribunal de Primera Instancia dispuso que, como producto del 

accidente con el camión, ésta sufrió una quemadura en su mano 

izquierda por la explosión de las bolsas de aire y traumas en el 

cuello, hombros y espalda.  Igualmente, el foro sentenciador 

concluyó que recibió múltiples terapias físicas para corregir sus 

lesiones, así como que tuvo que ingerir medicamentos para el dolor 

y las inflamaciones.  Igualmente, de acuerdo a lo resuelto, como 

secuela de la colisión que nos ocupa, la apelada González Villegas 

se hizo cargo de su madre durante los procesos de convalecencia y 

recuperación. De la misma forma, el Tribunal de Primera Instancia 

dispuso que González Villegas tuvo que compensar las ausencias a 

su trabajo por razón del evento que nos ocupa, ajustar su horario 

laboral a las citas médicas de su madre y enfrentar múltiples 

vicisitudes por haber perdido, en su totalidad, su vehículo de 

motor.     

  Así pues, en mérito de todo lo anterior, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió la Sentencia que nos ocupa y declaró Ha 

Lugar la demanda de epígrafe.  En consecuencia, ordenó a las aquí 

apelantes, otorgar a la apelada Villegas Vilá, una compensación 

ascendente a $182,750 por los daños físicos, morales y  angustias 

y sufrimientos mentales que derivó del accidente en controversia.  

Del mismo modo, también les requirió satisfacer, en beneficio de la 

apelada González Villegas, un monto de $40,000 por razón de sus 

agravios.  Igualmente, el foro sentenciador condenó a las entidades 

aquí apelantes al pago de $8,000 por concepto de honorarios de 

abogado. 

Inconformes y luego de varios trámites, incluyendo una 

primera comparecencia ante este Foro, el 31 de marzo de 2015, los 
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apelantes presentaron a nuestra consideración el recurso de 

apelación de epígrafe.  En el mismo proponen los siguientes 

señalamientos:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar 

que la parte apelante del epígrafe incurrió en 
negligencia en el presente caso, por cuanto no se 
probó la causalidad.  La parte apelada no desfiló 

prueba suficiente para sustentar un dictamen de 
negligencia en contra de los demandados del epígrafe. 

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar 
que el accidente entre el camión de Me Salvé y el auto 

de las demandantes fue un suceso independiente al 
resto del choque múltiple; por cuanto la investigación 

realizada por la Policía de Puerto Rico y el Seguro 
Compulsorio revelan que el accidente fue una sola 
secuencia de eventos, provocada por una tercera 

persona (Sra. Damaris Rabell); y no por el chofer de 
Me Salvé. 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al descartar los 
resultados del Informe de Accidente que fue rendido 

por la Policía de PR inmediatamente después de 
ocurrido el choque en cadena.  
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al excluir de sus 
determinaciones de hechos aspectos importantes de la 
prueba documental y testifical presentada por la parte 

apelante que no fueron controvertidos y que 
establecieron la ausencia de negligencia.  

 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar 
que el chofer del camión de Me Salvé fue negligente, ya 

que la evidencia admitida demostró que éste realmente 
se enfrentó a una situación de emergencia súbita, no 

prevista y no provocada por él. 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia al no aplicar a 

los hechos del presente caso la doctrina de accidentes 
en cadena preceptuada por el Honorable Tribunal 
Supremo en el caso Valle v. American Inter  Ins. Co., 

108 DPR 692 (1979). 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al admitir y 
darle todo el peso probatorio al testimonio y al Informe 
del perito Otto González Blanco, a pesar de que su 

testimonio no se basó en evidencia científica. 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al basar su 
determinación en las declaraciones en beneficio propio 
o (self serving) vertidas por los demandantes.  

 
En la alternativa, erró el Tribunal de Primera Instancia 

al relacionar los daños de las apeladas con el impacto 
del camión, por cuanto, tales daños fueron 
ocasionados por un tercero que no es parte en el 

pleito.  
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En la alternativa, erró el Tribunal de Primera Instancia 
al determinar que tod[a]s las lesiones físicas de la co 

demandante Carmen Villegas Vilá fueron causad[a]s 
por el impacto del camión, por cuanto la prueba 

científica admitida demostró que éstos ocurrieron a 
raíz del impacto con el Mitsubishi Lancer. A base de 
esto, todos los daños subsiguientes que la co 

demandante y su hija alegan que sufrieron tampoco 
son imputables a la parte demandada Me Salvé. 
 

Erró el Tribunal de Instancia al condenar al apelante 
al pago de honorarios de abogado; por cuanto éste no 

fue temerario.   
 
 Luego de examinar el expediente de autos, así como la 

trascripción de los procedimientos orales y con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes de epígrafe, estamos en posición 

de disponer del presente asunto. 

II 

 
A 

 
Es premisa reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que, 

en ausencia de pasión, prejuicio, error manifiesto o parcialidad, los 

tribunales intermedios no habrán de intervenir con la apreciación 

y la adjudicación de credibilidad de la prueba que realizan los 

tribunales de instancia.  Rodríguez v. Nationwide Insurance, 156 

DPR 614 (2002); Argüello v. Argüello, 155 DPR 62 (2001).  Como 

norma, un tribunal apelativo está impedido de sustituir o 

descartar, por sus propias apreciaciones, las determinaciones de 

hecho que realiza el foro sentenciador, fundamentando su proceder 

en un examen del expediente sometido a su escrutinio.  Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717 (2007); Rolón v. Charlie Car 

Rental, Inc., 148 DPR 420 (1999).  Asimismo, las determinaciones 

de credibilidad que realiza el tribunal primario están revestidas de 

una presunción de corrección, razón por la cual, en este aspecto, 

gozan de un amplio margen de deferencia por parte del foro 

intermedio.  Argüello v. Argüello, supra;  Blás v. Hosp. Guadalupe, 

146 DPR 267 (1998).     
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De ordinario, el Tribunal de Primera Instancia es quien está 

en mejor posición para aquilatar la prueba testifical que ante sí se 

presentare, puesto que es quien oye y observa declarar a los 

testigos.  E.L.A. v. P.M.C., 163 DPR 478 (2004); Argüello v. Argüello, 

supra; Pueblo v. Bonilla Romero, 120 DPR 92 (1987).  En este 

contexto, el juzgador de hechos goza de preeminencia al poder 

apreciar sus gestos, contradicciones, manierismos, dudas y 

vacilaciones, oportunidad que le permite formar en su conciencia 

la convicción de si dicen, o no, la verdad.  López v. Dr. Cañizares, 

163 DPR 119 (2004).  Ahora bien, la normativa antes expuesta no 

es de carácter absoluto.  El criterio de deferencia no se justifica 

cuando el tribunal revisado considera, solamente, prueba 

documental o pericial.  E.L.A. v. P.M.C., supra.  De igual forma, una 

apreciación incorrecta de la prueba, tampoco ostenta inmunidad 

frente a la función revisora del tribunal apelativo.  Si bien el 

arbitrio y la discreción del foro primario son respetables, sus 

dictámenes están sujetos a que los mismos se emitan conforme a 

los principios de legalidad y justicia.  Méndez v. Morales, 142 DPR 

26 (1996); Cárdenas Maxán v. Rodríguez Rodríguez, 125 DPR 702 

(1990).  

B 
 

Por su parte, en materia de derecho civil extracontractual, 

rige el principio rector que dispone que, el que por acción u 

omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está 

obligado a reparar el daño causado.  Artículo 1802, Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA sec. 5141.  Como corolario de lo anterior, la 

doctrina reconoce que toda acción sobre responsabilidad por daños 

y perjuicios, predicada en los términos del referido estatuto, 

únicamente procede si media la forzosa concurrencia de los 

siguientes elementos: 1) un daño real; 2) una acción u omisión 

culposa o negligente y; 3) un nexo causal entre el daño y la 
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conducta culposa o negligente.  Nieves Díaz v. González Massas, 

178 DPR 820 (2010).      

Conforme lo dispone el estado de derecho vigente, la culpa o 

la negligencia consiste en la falta de cuidado al no anticipar o 

prever las consecuencias de un acto, tal y como lo haría una 

persona prudente y razonable en iguales circunstancias.  Nieves 

Díaz v. González Massas, supra.  Siendo ello así, la norma exige 

que se actúe con el grado de cuidado, diligencia, vigilancia y 

precaución que las particularidades del asunto de que trate 

exijan.  Monllor v. Soc. de Gananciales, 138 DPR 600 

(1995).  Cuando el alegado daño es producto de una omisión, el 

promovente está obligado a demostrar la existencia de un deber 

jurídico de actuar atribuible al causante, que, de no haberse 

incumplido, hubiese evitado la ocurrencia del agravio 

aducido.  Soc. de Gananciales v. G. Padín Co., Inc., 117 DPR 94 

(1986).   

La adjudicación de responsabilidad civil extracontractual y 

con ella, el deber de indemnizar, presupone la existencia de un 

nexo causal entre el acto culposo o negligente y el daño 

acaecido.  En virtud de esta premisa, la doctrina ha sido enfática al 

establecer que sólo se han de resarcir aquellos agravios que 

constituyen una consecuencia lógica del hecho que impone tal 

deber.  Estremera v. Inmobiliaria Rac. Inc., 109 DPR 852, 856 

(1980).  Por tal razón, en la materia que atendemos, nuestro 

ordenamiento jurídico descansa en la teoría de la causalidad 

adecuada, la cual expresamente dispone que no es causa toda 

condición sin la cual no se hubiera producido el resultado, sino la 

que, ordinariamente, lo produce según la experiencia 

general.  Nieves Díaz v. González Massas, supra.  Así pues, para 
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fines de imputar negligencia, es forzoso identificar si el demandado 

podía prever, dentro de las circunstancias particulares pertinentes, 

que su acción u omisión podría causar algún daño.  Pons v. 

Engebretson, 160 DPR 347 (2003).  En tal contexto, cónsono con el 

deber de previsión, una persona sólo es responsable de las 

consecuencias probables de sus actos.  Blás v. Hosp. Guadalupe, 

supra.  De ahí que se reconozca que la mera ocurrencia de un 

accidente, no constituye prueba de la negligencia del demandado 

en una acción sobre daños y perjuicios.  Admor. F.S.E. v. Almacén 

Ramón Rosa, 151 DPR 711 (2000).   

 Ahora bien y respecto a lo que nos ocupa, el estado de 

derecho actual exime de responsabilidad civil a quien, frente a un 

suceso imprevisto y súbito, ocasiona un daño, ello pese a haber 

actuado tal y como lo haría una persona prudente y razonable en 

iguales circunstancias.  C.J. Irizarry Yunqué, Responsabilidad Civil 

Extracontractual: Un estudio basado en las Decisiones del Tribunal 

Supremo de Puerto Rico, 7ma Ed., San Juan, [s.Ed.], 2009, p. 281.  

La doctrina de la emergencia súbita, supone la concurrencia de un 

evento inevitable, constitutivo de un peligro real que represente 

una verdadera emergencia, y respecto al cual el demandado carece 

de control.  Banchs v. Colón, 89 DPR 481 (1963).  A la luz de ello, el 

ordenamiento jurídico vigente enumera los criterios básicos que, a 

fin de proveer para la aplicación de la referida doctrina, habrán de 

concurrir.  A saber: 1) que la parte que la invoca no haya incurrido 

en negligencia que contribuya a la creación de la emergencia 

súbita;  2) que el tiempo transcurrido haya sido suficientemente 

corto para que excluya la posibilidad de una decisión 

inteligentemente y deliberada, y; 3) que la actuación negligente 

requiera control y manejo.  Velázquez v. Ponce, 113 DPR 39 (1982).  

No obstante lo anterior, destacamos que nuestro estado de derecho 



 
 

 
KLAN201500461    

 

15 

permite que una parte invoque la doctrina de la emergencia súbita, 

aun cuando haya incurrido en algún grado de negligencia, siempre 

que haya actuado con prudencia dentro del evento de que trate.  

Id. 

C 
 

Finalmente, cónsono con lo estatuido en la Regla 44.1 (d) de 

las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1 (d), cuando una 

parte, o su representante legal, haya procedido de manera 

temeraria en la correcta tramitación de un pleito, el tribunal 

deberá imponerle, en la sentencia que emita, la obligación de 

satisfacer el pago de una suma por concepto de honorarios de 

abogado.  La temeridad constituye aquél patrón de conducta que 

lleva a una de las partes a incurrir en los gastos de un litigio cuya 

controversia pudo haberse resuelto fuera de los tribunales.  Blás v. 

Hosp. Guadalupe, supra; Torres Ortiz v. E.L.A., 136 DPR 556 

(1994); Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294 (1990).  Una parte ha 

incurrido en temeridad cuando está presente alguna de las 

siguientes circunstancias: 1) contestar una demanda y negar 

responsabilidad total;  2) defenderse injustificadamente de la 

acción en su contra;  3) creer que la cantidad reclamada es 

exagerada y que tal sea el único motivo por el cual se opone a las 

alegaciones del demandante, pudiendo limitar la controversia a la 

fijación de la correspondiente cuantía;  4) incurrir en un litigio del 

cual prima facie se desprende su responsabilidad y;  5) negar un 

hecho cuya veracidad conste.  Blás v. Hosp. Guadalupe, supra; 

Fernández v. San Juan Cement Co., Inc., 118 DPR 713 (1987).   

Una vez un tribunal con competencia determina que se ha 

incurrido en temeridad, como norma, está obligado a imponer, a la 

parte que así haya actuado, el pago de cierta cantidad de dinero en 

concepto de honorarios de abogado.  A tal fin, la Regla 44.1 (d) de 
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Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1 (d), dispone como 

sigue:   

.             .           .           .           .            .            .            .  
  

(d) Honorarios de abogado- En caso de que cualquier 

parte o su abogado o abogada haya procedido con 
temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 

su sentencia al responsable el pago de una suma por 
concepto de honorarios de abogado que el tribunal 
entienda correspondan a tal conducta.  En caso que el 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus municipios, 
agencias o instrumentalidades haya procedido con 
temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en 

su sentencia una suma por concepto de honorarios de 
abogado, excepto en los casos en que esté 

expresamente exento por ley del pago de honorarios de 
abogado.  

   

El antedicho estatuto preceptúa en nuestro esquema 

procesal la intención de “establecer una penalidad a un litigante 

perdidoso que, por su terquedad, obstinación, contumacia e 

insistencia en una actitud desprovista de fundamentos, obliga a la 

otra parte, innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, 

trabajo e inconveniencias de un pleito.” Blás v. Hosp. Guadalupe, 

supra, a la pág. 335; Fernández v. San Juan Cement Co. Inc., 

supra, a la pág. 718.  De ahí que, como regla general, establecida 

la concurrencia de tal conducta, la condena de honorarios resulta 

ser imperativa.  Por tanto, el juzgador vendrá llamado a adjudicar 

el monto correspondiente al grado de temeridad desplegado por el 

actor, ello mediante el ejercicio de su sano juicio.  Siendo así, la 

determinación que en su día emita sólo será objeto de revisión si 

ha mediado abuso de discreción en el ejercicio de su 

ministerio.  Colón Santos v. Coop. Seg. Múlt. P.R., 173 DPR 170 

(2008); Blás v. Hosp. Guadalupe, supra; Fernández v. San Juan 

Cement Co. Inc., supra.  No obstante, precisa destacar que la 

doctrina avala la legalidad de la imposición de honorarios de 

abogado mediante una determinación implícita de 

temeridad.  Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 695 (1999).  De 

este modo, “[e]n ausencia de una conclusión expresa a tales 
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efectos, un pronunciamiento en la sentencia condenando al pago 

de honorarios de abogado, implica que el tribunal sentenciador 

consideró temeraria a la parte así condenada […].”  Id, a la pág. 

702, citando a Montañez Cruz v. Metropolitan Cons. Corp., 87 DPR 

38 (1962), a la pág. 40.  

III 

 En la causa de epígrafe, las aquí apelantes plantean que 

incidió el Tribunal de Primera Instancia en la apreciación de la 

prueba sometida a su consideración y, en consecuencia, al 

declarar con lugar la demanda de epígrafe. En específico, 

impugnan la determinación que respecto a su negligencia el foro 

primario emitió, ello al aducir que no se presentó prueba suficiente 

de los elementos propios a una acción sobre daños y perjuicios.  

Del mismo modo, alegan que erró el tribunal sentenciador en su 

determinación,  toda vez que, a su juicio, el evento en disputa 

constituyó un solo incidente,  exclusivamente ocasionado por un 

tercero y no por el chofer del camión propiedad de la apelante Me 

Salvé. Igualmente, en su recurso, las entidades apelantes 

proponen que el foro a quo erró al descartar evidencia demostrativa 

de que la producción de los daños y lesiones en controversia, 

resultó de una emergencia súbita imprevisible.  Finalmente, las 

entidades comparecientes cuestionan la no aplicación de la 

doctrina de accidentes en cadena y la imposición de honorarios de 

abogado.  Habiendo entendido sobre los antedichos señalamientos 

a la luz del derecho aplicable, de los hechos acontecidos, 

resolvemos coincidir con lo resuelto. En consecuencia, 

confirmamos la determinación apelada. 

    Un detallado examen de los documentos que obran en el 

expediente de autos, así como de la trascripción de los 

procedimientos orales en el Tribunal de Primera Instancia, mueve 

nuestro criterio judicial a estimar que el quehacer adjudicativo 
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impugnado, es cónsono con la norma aplicable y con la prueba.  

Tal y como se resolvió, la evidencia que tuvimos a nuestro haber 

auscultar, pone de manifiesto la efectiva concurrencia de dos 

eventos distintos que, si bien en apariencia relacionados, carecen 

de vínculo en la producción de los daños aquí reclamados.  

Contrario a los planteamientos de las entidades apelantes, el 

accidente acontecido entre el camión de su propiedad y el vehículo 

de las apeladas, no resultó de la intervención de la señora Rabell 

Acevedo, ello al iniciar la cadena de impactos a la cual pretenden 

atribuir los agravios objeto de litigio.  Ciertamente, dicho evento 

culminó con la expulsión del vehículo de las apeladas al carril por 

el cual transitaba el señor Rolón Pérez con el camión.  Sin 

embargo, el mismo no guarda relación con la concatenación de los 

eventos subsiguientes, en los que se funda la causa que 

atendemos. 

 Las apelantes aducen que el Tribunal de Primera Instancia 

no tuvo ante sí evidencia demostrativa de los requisitos de 

negligencia y causalidad, ello en cuanto a la participación del 

camión en la colisión.  No obstante, la prueba no demostró su 

teoría, en cuanto a la condición unitaria del accidente en cuestión.  

Por el contrario, la prueba que obra en autos establece la conducta 

antijurídica del señor Rolón Pérez, en su gestión de conducir el 

camión en controversia a tenor con las exigencias de las 

circunstancias.  En principio, las aquí apeladas reiteraron que, 

tras sufrir el impacto por la señora Rabell Acevedo y el conductor 

de la Montero, quedaron detenidas en el carril por el cual, a 

distancia, discurría el camión. Ambas fueron enfáticas y 

consistentes al indicar que pudieron conversar entre sí y hasta 

intentar desocupar su vehículo.  Esto permite concluir que se abrió 

un espacio de tiempo entre un incidente y el otro, que rompió con 

el orden de sucesos que, en otro escenario, pudo haberlos 
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relacionado.  Dicha afirmación también encuentra apoyo en los 

hallazgos de su perito, el ingeniero González Blanco. Cual resuelto, 

éste llevó a términos matemáticos y científicos la realidad fáctica 

del accidente en disputa.  A través de su informe y su testimonio, 

evidencia respecto a la cual este Foro puede entender sin 

limitación mayor, proyectó, de manera razonable y creíble, la 

conjunción de todos los elementos que contribuyeron, no sólo a la 

producción del accidente, sino también a la afirmación en cuanto a 

que el mismo constituyó un hecho independiente a aquél 

provocado por Rabell Acevedo.  El ingeniero González Blanco, 

efectuó la relación correspondiente entre velocidades, distancias y 

habilidades técnicas de los vehículos involucrados.  En el empleo 

de su técnica, no sólo tradujo a elementos perceptibles las 

versiones que se le ofrecieron, sino que, también, las aproximó a lo 

que, de acuerdo a su juicio especializado, efectivamente ocurrió.  

Ejemplo de ello constituye, entre otras de sus apreciaciones, su 

cuantificación sobre las velocidades a las cuales debieron haber 

transitado, tanto el vehículo de las apeladas, como el camión 

concernido, para que se produjeran los resultados en controversia. 

  Las apreciaciones del ingeniero González Blanco 

establecieron que el vehículo de las apeladas, dada la magnitud y 

ángulos de los impactos que recibió por parte del automóvil de la 

señora Rabell Acevedo y el conductor de la guagua Montero que 

discurría por su izquierda, irrumpió en el carril por donde 

transitaba el camión, quedando detenido tras girar.  A su vez, al 

efectuar una relación entre las velocidades reportadas, la 

calibración matemática de los daños de los vehículos, los daños e 

impactos subsiguientes en la vía, y la distancia a la cual 

finalmente se detuvo el camión, le permitieron concluir que su 

conductor tuvo tiempo suficiente para divisar la situación, aplicar 

los frenos de la unidad y desviarla hacia el paseo.  En dicho 
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contexto, resaltamos que, en su deposición, el señor Rolón Pérez 

afirmó haber visto el primer accidente, según ocasionado por la 

señora Rabell Acevedo, el cual pudo, a grandes rasgos, describir.  

Siendo ello así, ciertamente no resulta irrazonable ni improbable 

coincidir en que, en efecto, el conductor del camión en disputa, 

estaba capacitado para anticipar las consecuencias lesivas de su 

falta de cuidado ante el suceso.   De haber actuado de conformidad 

con las previsiones sugeridas por el perrito, la colisión entre el 

vehículo de las apeladas y el camión, nunca hubiese acontecido. 

Respecto a lo anterior, nada pudieron las apelantes 

establecer para derrotar la corrección de las conclusiones emitidas 

por el ingeniero González Blanco.  En tal ánimo, primeramente 

intentaron cuestionar el hecho de que éste descartó, en parte, el 

informe suscrito por el agente de la Policía destacado en el evento.  

Sin embargo, contrario a lo que aducen, ello en nada incide sobre 

la credibilidad que merecen sus conclusiones. Surge del testimonio 

del ingeniero González Blanco, que la descripción del incidente por 

parte del policía, no resultaba del todo incompatible con los 

resultados de su intervención pericial.  Por tanto, ante ello, ningún 

precepto en particular lo obligaba a tomar por cierto lo allí 

consignado.  De otro lado y a fin de derrotar las aseveraciones del 

perito de las apeladas, las entidades comparecientes presentaron 

la declaración y el informe pericial del señor Edgard Tirado.  Sin 

embargo, ambos elementos de prueba nos parecen carentes de 

fundamento especializado y producto de conjeturas que no ponen 

de relieve su alegado conocimiento en la materia.  En principio, el 

informe suscrito por el señor Tirado no propone una apreciación 

matemática de los hechos.  El mismo constituye, más bien, una 

compilación de apreciaciones ajenas a su criterio respecto a la 

ocurrencia del accidente en disputa.  Éste sólo incorpora una 

mínima exposición de sus conclusiones, las cuales se basan en 
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meras inferencias, todo sin mayor raciocinio científico.  Lejos de 

emplear sus supuestos conocimientos periciales respecto a los 

datos ofrecidos por los involucrados, limitó su intervención a 

afirmar que la supuesta ausencia de “evidencia científica”, 

imposibilitaba, del todo, reconstruir la escena que atendemos.  Por 

igual, al ser inquirido, nunca pudo controvertir, mediante fórmula 

empírica alguna, los hallazgos de González Blanco.  Del mismo 

modo, en el intento de refutar la legitimidad de la gestión del perito 

de las apeladas, el señor Tirado desvió la pertinencia de su 

ejecución en el caso, al manifestarse sobre aspectos ajenos a la 

materia sobre reconstrucción de accidentes.  En este ámbito, 

destacamos que el señor Tirado nunca quedó calificado ante el 

tribunal como experto en conducta humana, por lo que sus 

evaluaciones sobre las percepciones de tiempo y espacio de las 

apeladas durante el accidente, no deben tomarse en consideración. 

 Dado a lo anterior, estimamos que, en efecto, según lo 

resuelto por el Tribunal de Primera Instancia, el accidente que 

atendemos es uno independiente a aquél producido por mediación 

de la señora Rabell Acevedo.  La prueba pericial aportada por las 

apeladas, la cual corrobora sus afirmaciones, produjo una noción 

suficiente y particularizada, no sólo de los hechos que nos ocupan, 

sino también de la responsabilidad del chofer del camión en 

controversia respecto a la producción de los daños reclamados.  Al 

coincidir con el hecho de que el señor Rolón Pérez tuvo tiempo 

suficiente para actuar a los efectos de evitar el infortunado evento 

que atendemos, descartamos, por completo, la contención de las 

apelantes en cuanto a que el evento fue producto de una 

emergencia súbita.  Tal y como expusiéramos, la referida doctrina 

exige, entre otros criterios, la necesaria concurrencia de un evento 

inesperado respecto al cual el demandado carece de control, que 

amerita una reacción inmediata.   En el caso de epígrafe, tal no es 
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la situación.  Según efectivamente se demostró, el conductor del 

camión propiedad de la apelante Me Salvé Inc., tuvo tiempo 

suficiente para reaccionar de manera favorable a un primer 

incidente que también involucró a las apeladas.  Siendo de este 

modo, a ninguna eventualidad súbita e inesperada se enfrentó el 

conductor del camión.  Así, habiendo quedado establecido el nexo 

causal entre su actuación negligente y los daños resultantes, las 

aquí apelantes vienen llamadas a responder en la capacidad 

correspondiente.   

Es en virtud de ello y de la conclusión en cuanto a que el 

evento que nos concierne es uno independiente y separado de 

aquél producido por Rabell Acevedo, que resolvemos que no resulta 

meritorio expresarnos sobre el señalamiento relativo a la aplicación 

de la doctrina de accidentes en cadena, puesto que la misma no 

aplica a la disposición del presente asunto.  No obstante, en 

cuanto a aquél sobre la responsabilidad por las lesiones físicas 

sujetas a compensación, resolvemos que, según lo establecido, 

tanto por el doctor Camacho, como por el doctor Suárez Castro, 

peritos médicos de las apeladas y las apelantes, respectivamente, 

las mismas, ciertamente, fueron de gran envergadura.  Basta con 

entender sobre la extensión de los agravios físicos padecidos por la 

apelada Villegas Vilá, para intimar que, el accidente que nos 

ocupa, fue uno de considerable riesgo y magnitud. Las 

apreciaciones de ambos galenos al respecto, fueron altamente 

compatibles y su divergencia de opinión, en nada afectó la 

conclusión en cuanto a que los daños resultantes en el caso de 

autos, obedecen y se producen en situaciones como la acontecida 

en el suceso aquí en discusión.  Ahora bien, las aquí apelantes 

intentaron adjudicar los mismos a la eventualidad ocasionada por 

mediación de la señora Rabell Acevedo. No obstante, sus 

aseveraciones no pudieron ser ratificadas por su perito, el doctor 
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Suárez Castro, quien, en más de una ocasión, afirmó no poder 

concluir cuál de los dos accidentes ocasionó las fracturas de 

Villegas Vilá.  Ello, unido al hecho de que, tanto ésta como su hija, 

expresaron que fue a raíz del impacto con el camión, cuando 

comenzó a sentir fuertes dolores en su brazo, nos lleva a coincidir 

con que tal lesión resultó de dicho evento.  Así pues, corresponde a 

las apelantes responder, del modo en que se determinó, por los 

daños y perjuicios debidamente establecidos ante el tribunal 

primario y ante nos. 

 Finalmente, respecto al señalamiento relativo a la imposición 

de honorarios de abogado, resolvemos no  intervenir con lo 

dispuesto.  Tal y como expusiéramos, un pronunciamiento de tal 

naturaleza, es producto del ejercicio discrecional del criterio 

adjudicativo competente, respecto a la conducta procesal de los 

involucrados en determinado litigio.  En el caso de autos, el 

Tribunal de Primera Instancia intimó que determinadas 

afirmaciones por parte de las entidades apeladas, cuya veracidad 

quedó expresamente derrotada, ameritaban la sanción 

correspondiente.  Siendo así, y en vista de que la apreciación del 

foro primario es corroborable por la prueba sometida a nuestra 

consideración, sostenemos la imposición de la partida de 

honorarios de abogado impugnada.   

 Al amparo de todo lo antes expuesto, confirmamos lo 

resuelto por el Tribunal de Primera Instancia en el caso de 

epígrafe.  El dictamen en cuestión, no se aparta de los preceptos 

normativos y doctrinales aplicables a la correcta y justa 

disposición de la controversia que plantea.  Del mismo modo, 

tampoco  evidencia actuación contraria alguna a la sana ejecución 

de las facultades del foro primario, tal y como proponen las 

apelantes. A nuestro juicio, la prueba aportada por los 

comparecientes, la cual examinamos a cabalidad, sustenta las 
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determinaciones de hechos emitidas por el Juzgador concernido.  

Por tanto, sostenemos su pronunciamiento en toda su extensión.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                               Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 


